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	16 de junio de 1969
	Sesión número
	34

	Motivo: Amparo

	Recurrente: FRANCISCA GONZÁLEZ HURTADO / ALBACEA DE LA SUCESIÓN DE JUAN JOSÉ GUTIÉRREZ ORTEGA

	Recurrido: MINISTRO DE TRANSPORTES

	Objeto del recurso: Alega la recurrente que la sucesión de la que es Albacea testamentaria es dueña de una finca situada en Upala, Provincia de Alajuela, que está atravesada por una vía conocida como “Camino Upala-Santa Clara”. Que una cuadrilla del Ministerio de Transportes, empezó a abrir una nueva vía pública haciéndoles creer a sus componentes que es el camino Upala-Santa-Clara, pretendiendo alzarse con buena parte de la finca citada. Alega violación del artículo 45 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que ese camino es público y el Estado tiene esencial interés en arreglarlo para beneficio de los vecinos de ese lugar. Que, según certificación del Registro Público, sobre la finca existe la limitación del 2% para caminos sobre su medida superficial y la obligación de permitir la entrada y salida a todos los baldíos limítrofes e interiores, razón por la que nada impide que el Estado pueda tomar hasta el 2% del área total para vías de comunicación.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. De acuerdo con los hechos probados se llega a la conclusión de que no ha sido violado el artículo 45 de la Constitución Política, pues no sólo una de las fincas componentes del inmueble N° 107.028, soporta una limitación del 2% para caminos, y la obligación de permitir la entrada y salida a todos los baldíos limítrofes e interiores, sino que con las pruebas recibidas se ha demostrado que el señor Ministro se limitó a ordenar trabajos para arreglar la ruta Upala-Santa Clara, que es un camino que fue abierto al servicio público desde hace varios años. Asimismo, que el Estado tiene la facultad de realizar esa obra vial sin indemnización previa al propietario conforme lo preceptúa el artículo 13 de la Ley de Caminos Públicos. 


N° 34
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día dieciséis de junio de mil novecientos sesenta y nueve, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Calzada, Coto, Jacobo, Jiménez, Retana, Vallejo, Bejarano, Soto, Solano, Sanabria, Fernández, Valverde, Trejos y Odio.
Artículo XII
Se entró a conocer del recurso de Amparo promovido por la señora Francisca González Hurtado, en su condición de Albacea de la Sucesión de Juan José Gutiérrez Ortega, contra el señor Ministro de Transportes, en el que alega: “1) Como lo demuestro con la certificación que acompaño bajo el N°1, la sucesión de quien fue mi esposo, don Juan José Gutiérrez Ortega, y de la que soy su albacea testamentaria – véase el documento N° 2 – es dueña de la finca inscrita en el Registro Público, Sección de Propiedad, Partido de Alajuela, tomo 1423, folio 105, inmueble N° 107.028, asiento 1, que es terreno de árboles frutales, cacao, hule, potrero, montaña, chahuite y agricultura, con una secadora de cacao, una casa de habitación para mandador, un campamento para peones y un local para cocina, de cuatrocientas cuarenta y cinco hectáreas, cuarenta y nueve áreas, setenta y tres centiáreas y cuarenta decímetros cuadrados de extensión, situada dicha finca en Upala de Guatuso, distrito 8° del Cantón 3° de la Provincia de Alajuela. 2) Esa finca, como se advierte de la copia fotostática que de un plano de la misma acompaño bajo el N° 3, está atravesada, en su sección del rumbo norte, por una vía pública conocida comúnmente por “Camino Upala-Santa Clara”, y que corre y se extiende con dirección este-oeste por todo el inmueble. 3) En el terreno de la finca en cuestión, N° 107.028, nunca ha existido otro camino, de hecho o de derecho entregado al servicio público. 4) Pues bien, así las cosas resultó que el día 14 del mes que transcurre, una cuadrilla de más de veinte peones, al mano de capataces dependientes del Ministerio de Transportes, empezaron a abrir en la finca de que digo un camino que, arrancando del inicio en el extremo noreste de dicho inmueble del “Camino Upala-Santa Clara” y extendiéndose o corriendo con rumbo oeste a todo lo ancho del fundo en cuestión, va a morir en un punto en que la finca N° 107.028 colinda con una propiedad de don Luis Ortiz López, buscando hacia el centro de población comúnmente denominado “Moreno Cañas”. 5)  Investigando los antecedentes de semejante conducta logré averiguar que, efectivamente el Ministerio de Transportes, con el artificio de disponer primero en el papel el arreglo del “Camino Upala-Santa Clara”, para luego y por medio de órdenes impartidas a los capataces de la cuadrilla de que dije, ponerla a trabajar en la nueva vía pública haciéndoles creer a sus componentes que éste es aquel camino, pretende alzarse con buena parte de la finca N° 107.028, del Partido de Alajuela, para destinarla a ese propósito. 6)  Basta con leer el texto de los radiogramas enviados por el Ministerio de Transportes a los capataces de su cuadrilla en Upala, así como también a las autoridades fiscales y de policía del lugar, acerca de la obra por realizarse, y lo que ciertamente llevan a cabo los peones de aquélla en la realidad, para descubrir el artificio antes descrito.  Mientras que en tales radiogramas se ordena a los capataces de la cuadrilla que deben arreglar el “Camino Upala-Santa Clara”, con órdenes ocultas se obliga a los mismos a abrir una nueva vía pública en terreno de la finca N° 107.028 del Partido de Alajuela”.  Derecho: Cuando en el artículo 45 de la Constitución Política se ordena que “la propiedad es inviolable; y que a nadie puede privarse de la suya si no es por interés público legalmente comprobado y previa indemnización conforme a la ley”, sin duda alguna que nuestro constituyente elevó a garantía individual la inviolabilidad de la propiedad privada; como cuando en el número 30 de la Ley N° 1851 de 28 de febrero de 1955, se dispone que “para abrir, ampliar, rectificar o reparar un camino público, o para otros fines de utilidad pública, fuera necesario adquirir la totalidad o alguna parcela de un terreno, y el propietario no estuviere de acuerdo en vender, la expropiación se considerará de utilidad pública y podrá decretarse por el Poder Ejecutivo observando los siguientes procedimientos”, se sujeta al cumplimiento de una serie de requisitos, por parte del Poder Ejecutivo, la expropiación de la propiedad privada por causa de utilidad pública, que no podrá llevarse a cabo sin la indemnización previa, al dueño, de los daños y perjuicios al mismo ocasionados con ella.  En el caso en examen el señor Ministro de Transportes, sin ningún acatamiento de las normas legales de la cita, pretende que el Estado se alce con buena parte del terreno de la finca N° 107.028, del Partido de Alajuela, cayendo así dicho funcionario y sus subalternos que en semejante aventura lo han acompañado, en flagrante violación del transcrito artículo 45 de nuestra Constitución Política; y por lo que, al tenor de lo dispuesto en el número 2 de la Ley N° 1161 de 2 de junio de 1950, procede que , mediante Recurso de Amparo se restablezca a la sucesión de don Juan José Gutiérrez Ortega, el goce de su derecho de propiedad sobre la parte o sección de la Finca N° 107.028, del Partido de Alajuela, de que indebidamente se la ha privado. Acción: Por todo lo cual me presento ante esa Honorable Corte Plena, instaurando en mi condición de albacea provisional de la sucesión, de Juan José Gutiérrez Ortega, Recurso de Amparo  contra el señor Ministro de Transportes y cualquier funcionario o empleado suyo que apareciere participando en los hechos fundamento del mismo, para que en sentencia se acojan los siguientes, Pronunciamientos: 1) Que efectivamente y en relación con una buena porción o parte de la finca inscrita en cabeza del causante don Juan José Gutiérrez Ortega, en el Registro Público, Sección de Propiedad,  Partido de Alajuela, tomo 1423, folio 105, inmueble N° 107.028, asiento 1, se ha violado la garantía individual consagrada en el artículo 45 de nuestra Constitución Política, al procederse a abrir un camino público sin que previamente se observaran las normas que para ello se establecen en el artículo 30 de la Ley N° 1851 de 28 de febrero de 1955. 2) Que por consiguiente debe restituirse a la sucesión de don Juan José Gutiérrez Ortega al pleno goce del derecho violado, restableciendo las cosas al mismo estado, que guardaban antes de la violación. 3) Que debe prevenirse al Ministro de Transportes y a sus subalternos, que no deben incurrir de nuevo en los actos que dan mérito para acoger este recurso; y 4) Que los demandados deben pagar las costas tanto personales como procesales de esta querella”.

Por su parte, el señor Ministro de Transportes, y dentro del término de rigor, rindió el informe siguiente: “Este Ministerio a través de la Dirección General de Vialidad está desarrollando un plan Cooperativo  en la Zona de Upala que comprende un mejoramiento notable de sus vías de comunicación, no solamente dentro de su jurisdicción sino también en caminos que le permiten salir a otros lugares de mayor envergadura comercial o económica.  Esto les permitirá a los esforzados vecinos de Upala poder sacar sus productos y venderlos en el interior del país, sin caer en manos de intermediarios que generalmente se dejan la poca ganancia de nuestros agricultores. 2) Dentro de la ejecución del referido Plan Cooperativo, el Ministerio recibió un telegrama de varios vecinos de Upala interesados en que se realizaran trabajos sobre la vía conocida como Upala-Santa Clara que tiene fecha de 8 de marzo de 1969.  El telegrama tiene el siguiente texto: “…urge nos atienda tramitación expropiación camino Upala Santa Clara propiedad Sucesión de Juan José Gutiérrez Ortega, aquí hay maquinaria ese Ministerio para trabajar esa ruta, hace un año topógrafos Ministerio levantaron plano faja terreno.  Lunes llegará representante Municipal saber este asunto. Vecinos de Santa Clara y Moreno Cañas…”  En igual sentido se recibieron telegramas del Intendente Municipal y del señor Agente Principal de Policía de ese lugar.  Lo anterior dio origen a sendos telegramas que el Ministerio dirigiera al señor Inspector de Obras encargado de Plan Cooperativo, Agente Principal de Policía y Sub-Inspector General de Hacienda.  Dichas comunicaciones dicen lo siguiente: “…San José 10 de marzo de 1969. Inspector de Obras encargado de Plan Cooperativo Upala Liberia, Guanacaste.- Ruego a usted proseguir con plan cooperativo arreglo camino público Upala-Santa Clara.  Ese camino es propiedad del Estado y nadie puede impedir que este haga reparaciones al mismo. Manténgame informado sobre el particular y pida la colaboración al Agente Principal de Policía y Sub-Inspector de Hacienda ese lugar. Atte. Juan Mena Murillo. Jefe Departamento Legal de Vialidad.” “…San José, 10 de marzo de 1969.  Agente Principal de Policía de Upala. Según información suministrada a este Departamento el camino Upala-Santa Clara es público. Consecuentemente ruego a usted imponer su autoridad a fin de que trabajos que efectúa el Ministerio de Transportes según plan cooperativo con ese Distrito no surjan atrasos de ninguna especie.  Cualquier responsabilidad sobre el presente caso, lo asume el Ministerio de Transportes.  Favor mantenerme informado.  Puede asimismo solicitar ayuda a la Sub Inspección General de Hacienda del lugar quien ha sido notificada. Atte. Juan Mena Murillo. Jefe Departamento Legal de Vialidad…” “…San José, 10 de marzo de 1969.  Sub Inspector General de Hacienda de Upala, Ruego a usted colaborar en lo de su cargo con Agente Principal de Policía de ese lugar a fin de que trabajos a efectuar por el Ministerio camino Upala-Santa Clara no sufran atrasos por impedimentos ilegales de propietarios interesados.  Ese camino es público de conformidad con informaciones suministradas a este Departamento y el Estado tiene esencial interés en arreglar ese camino público para beneficio de los vecinos de ese lugar.  Favor de mantenerme informado sobre el particular.  Copia de este telegrama se está enviando a la Inspección General de Hacienda de aquí para su conocimiento. Atte. Juan Mena Murillo. Jefe Departamento Legal de Vialidad…”. 3) El camino Upala-Santa Clara es un camino vecinal de propiedad pública sin lugar a dudas. Cualquier vecino del lugar puede sin mayor información, jurar que ese camino no es privado y por ende, la Sucesión de Juan José Gutiérrez no puede tener derecho alguno para recurrir en autos.  OTROS DERECHOS QUE TIENE EL ESTADO. Ahora bien, todo lo dicho anteriormente es en razón de lo actuado hasta el momento por el Despacho de Transportes pero, no quiere decir en modo alguno que sean los límites de sus facultades dentro de la ejecución del referido Plan Cooperativo. Veamos: 1) La finca afectada según manifiesta la representante de la Sucesión (ver hecho primero de su Recurso) es la inscrita al Partido de Alajuela tomo 1423 folio 105, número 107.028, asiento primero, sita en Upala de Guatuso, distrito octavo del cantón tercero de la provincia de Alajuela. 2) De acuerdo con la certificación adjunta, el asiento primero de la citada finca fue modificado en la siguiente forma: “…Practicado lo ordenado por el Director de esta Oficina en Resolución de las catorce horas del veintitrés de junio de presente año, complementando el asiento uno de la finca número ciento veintisiete mil veintiocho, ello por el asiento tres, folio ciento seis, tomo mil cuatrocientos veintitrés de dicha finca.  San José, veintinueve de agosto de mil novecientos sesenta y siete…” 3) La Resolución dicha en su Por Tanto dice lo siguiente: “…Practíquese un asiento complementario siguiendo el número de orden que le corresponde actualmente, en la finca número ciento siete mil veintiocho, folio ciento cinco, tomo mil cuatrocientos veintitrés del Partido de Alajuela con la advertencia de que sobre la finca componente número setenta y cinco mil cuatrocientos noventa y ocho del mismo Partido, existe la limitación del dos por ciento para caminos sobre su medida superficial y la obligación de permitir la entrada y salida a todos los baldíos limítrofes e interiores según consta en la certificación extendida en autos por Mario Fallas Solano certificador de este Registro.  Se comisiona al señor Juez Quinto Civil de San José, con ruego de mandar notificar esta Resolución a las partes que hubieren señalado lugar para notificaciones en el radio de San José. (f) Alfredo Fernández Y. Director…” 4) La finca afectada particularmente es la número setenta y cinco mil cuatrocientos noventa y ocho del mismo Partido componente de la reunión de fincas inscritas ahora bajo el número ciento siete mil veintiocho.  Pero, aun en el supuesto caso de que no lo fuera así, que no lo es, por el hecho de que una de las componentes de una reunión tenga cargas o gravámenes, ésos afectan a la principal.  De esta forma, ya sea una u otra finca la afectada con los trabajos que en potencia pueda realizar el Ministerio, nada impide que éste pueda tomar hasta el dos por ciento del área total de la reunión que viene a ser, para información de los señores Magistrados, más o menos un extensión de 10 hectáreas y media para vías de comunicación. CONCLUSIÓN. 1) El Despacho de Transportes a través de la Dirección General de Vialidad ha ordenado, dentro del Plan Cooperativo a realizar en Upala de Grecia, trabajos a ejecutar en la ruta Upala-Santa Clara, camino considerado como público hasta por la misma recurrente. 2) Una vez aclarado lo anterior, este mismo despacho hace especial pronunciamiento sobre los derechos que ostenta el Estado de acuerdo al mérito de los autos (certificación extendida por el Registro Público). En ellos se demuestra que aquel tiene derecho a ocupar hasta diez y media hectáreas de terreno parte de la finca propiedad de la Sucesión; y la de exigir a éste permitir la salida a los fundos particulares limítrofes o interiores. PETITORIA. Conforme a los artículos 45 de la Constitución Política; 2 y 3 de las Ley de Amparo vigente pido: Que se declare sin lugar el citado Recurso por carecer éste de los requisitos exigidos por la Ley de Amparo y la Constitución Política.  No hay derecho de propiedad violado cualquier que sea el caso, según puede verse de la pruebas aportadas.”

En sesión de este Tribunal, celebrada el veinticuatro de marzo último (Artículo V del acta respectiva), se dispuso comisionar al señor Alcalde de Upala para que practicara una inspección en los términos que se indican en el escrito de demanda, y para que procediera a recibir el testimonio de los señores Miembros de la Junta de Caminos de Upala, del señor Agente Principal de Policía y del señor Intendente Municipal, que fueron ofrecidos por el señor Ministro de Transportes al contestar el recurso de amparo que se examina.  Ambas comisiones fueron realizadas por el señor Alcalde, con el resultado que se indica en las diligencias.

Previa deliberación respectiva, por mayoría fue declarado sin lugar el presente recurso de Amparo, con fundamento en las siguientes razones:  la señora Francisca González Hurtado ha establecido recurso de amparo, en su condición de albacea testamentaria de la sucesión de Juan José Gutiérrez Ortega, contra el señor Ministro de Transportes y cualquier funcionario o empleado suyo que apareciera participando en los hechos fundamento del mismo, argumentando que el catorce de marzo recién pasado, una cuadrilla de más de veinte peones, al mando de capataces dependientes del Ministerio de Transportes, empezó a abrir en la finca de que la citada sucesión es dueña, un camino que, arrancando del inicio en el extremo noreste de dicho inmueble del camino Upala-Santa Clara y extendiéndose con rumbo oeste a todo lo ancho del fundo en cuestión, va a terminar en un punto en que la finca  referida colinda con una propiedad de don Luis Ortiz López.  Que el señor Ministro de Transportes, sin acatamiento a la norma de que “la propiedad es inviolable y que a nadie puede privarse de la suya sino es por interés público legalmente comprobado y previa indemnización conforme a la ley”, y sin haber mediado expropiación, pretende que el Estado se alce con buena parte del terreno de la referida finca, cayendo así dicho funcionario en flagrante violación del artículo 45 de la Constitución Política.-


Que examinado el informe rendido por el señor Ministro de Transportes y vistas las certificaciones de asientos del Registro Público de la Propiedad relativos a la finca N° 107.028, inscrita al tomo 1423, folio 105, asiento 1, del Partido de Alajuela, de la que actualmente es dueña la sucesión de que es Albacea testamentaria la recurrente, se observa que dicho inmueble está formado por la reunión de dos fincas contiguas, que son la número setenta y cinco mil ciento setenta y cuatro y setenta y cinco mil cuatrocientos noventa y ocho, inscrita a los folios ciento veintidós y setenta y cinco de los tomos mil cuarenta y cuatro y mil cuarenta y ocho, respectivamente.  Que con fecha veintitrés de junio de mil novecientos sesenta y siete, el señor Director del Registro ordenó practicar un asiento complementario en la finca N° 107.028, folio 105, tomo 1423, del Partido de Alajuela, con la advertencia de que sobre la finca componente número 75.498 del mismo Partido, existe la limitación del dos por ciento para caminos sobre su medida superficial y la obligación de permitir la entrada y salida a todos los baldíos limítrofes e interiores.  (Ver resolución de f. s. 22 y 23)

Que con arreglo a lo afirmado por el señor Ernesto Figueroa Oreamuno, Agente Principal de Policía de Upala, el camino en disputa ha sido destinado al “tráfico” en la ruta Upala-Santa Clara, desde hace aproximadamente cinco años, no habiendo otro camino para esa ruta, ya que el que se cerró hace varios años, está totalmente enmontado y cerrado en su salida, el cual conducía a Santa Clara, pasando primero por el Guarumo y Quebradón, ya que en la actualidad del único camino que conduce a Santa Clara es el que se está “balastreando” en el mes de marzo con la maquinaria del Ministerio de Transportes, debiendo manifestar que ese camino ha sido ”tractoreado” en varias oportunidades, ya que para la temporada de verano es de suma importancia para todos los vecinos. (Declaración del f. 31)

Que los miembros de la Junta de Caminos del indicado lugar, Rafael Torres Torres, Eleuterio Álvarez Madrigal, Álvaro Tijerino Vargas y José López Jiménez (de folio 32 a 35 por ese orden) y el testigo Jesús Guadamuz Guido, del f. 33, declaran que hace varios años (entre cuatro y seis), que conocen ese camino; que desde que se abrió, la gente lo utiliza en forma continua; que a mediados de marzo del corriente año, ese camino fue ampliado por maquinarias del Ministerio de Transportes; que ese camino se abrió al público por cuanto otro que había era intransitable en invierno.


Por otra parte, se comprobó con la inspección ocular del folio 28, que ese camino está recientemente trabajado con maquinaria desde hace más o menos un mes a la fecha.  Que a los lados del mismo se aprecian huellas dejadas en el fango por “animales caballares”, vecinos etc., lo que da la impresión de que ha sido camino viejo transitado, que fue ampliado ahora con maquinaria. Este camino ampliado es el mismo que ha usado la gente para dirigirse a Moreno Cañas, Santa Clara y San José de Upala.  Que esa vía ha sido “regada” con “lastre” como unas ochocientas varas.

Que de acuerdo con los hechos probados que anteceden, todos fundamentados en documentos fehacientes, en declaraciones de funcionarios públicos y de testigos idóneos, se llega a la conclusión de que no ha sido violado, en el caso presente, por el señor Ministro de Transportes, el artículo 45 de la Constitución Política en perjuicio de la sucesión de Juan José Gutiérrez Ortega, pues no sólo una de las fincas componentes del inmueble N° 107.028, soporta una limitación del dos por ciento para caminos, y la obligación de permitir la entrada y salida a todos los baldíos limítrofes e interiores, sino que con las pruebas recibidas se ha demostrado que el señor Ministro no ha ordenado abrir una vía pública, como se alega en el recurso, en la finca de la expresada sucesión, sino que se limitó a ordenar trabajos para arreglar la ruta Upala-Santa Clara, que es un camino que fue abierto al servicio público desde hace varios años.


Aun en el supuesto de que se haya ocupado parte de su inmueble para ese efecto, tampoco ello conllevaría la violación referida porque el Estado, de acuerdo con el gravamen atrás apuntado tiene la facultad de realizar esa obra vial sin indemnización previa al propietario conforme lo preceptúa el artículo 13 de la Ley de Caminos Públicos que a la letra dice: “Para la construcción de caminos públicos el Estado tendrá derecho a utilizar, sin indemnización alguna: a) los porcentajes señalados como reserva para tal fin en las propiedades inscritas o pendientes de inscripción en el Registro Público”.- En ese sentido votaron los Magistrados Baudrit, Quirós, Calzada, Coto, Jacobo, Retana, Vallejo, Soto, Fernández, Sanabria, Valverde, Trejos, Odio, Porter y Solano.-


El Magistrado Bejarano votó por rechazar de plano el recurso, por estimar que, según se traduce de los autos, la reclamación de la parte recurrente debe ventilarse en la vía ordinaria, pero no ser la de amparo. 
